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PRESENTACIONES SOBRE EL SEGUIMIENTO A LA IMPLEMENTACIÓN DE LOS MANDATOS DE LA RESOLUCIÓN ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES

[AG/RES. 2661 (XLI-O/11)]

(Realizadas en la reunión ordinaria de la CAJP del 3 de abril de 2012)

I. Presentación del doctor Ruben Farje, Departamento de Servicios Legales, sobre el mandato del párrafo resolutivo 7 de la resolución
El Dr. Kenneth Frankel, Director del Departamento lamenta no estar esta tarde con ustedes debido a que se encuentra fuera de la Oficina.

Dentro de las mismas líneas expuestas en la reunión de esta importante Comisión en noviembre de 2011, el Departamento de Asesoría Legal continuó con la revisión de las políticas de acceso a la información de otros organismos internacionales de carácter público tales como el Banco Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo, el Fondo Monetario Internacional, la Organización Panamericana de la Salud, la Secretaría General de las Naciones Unidas, entre otros.  Siempre teniendo como marco la Ley Modelo Interamericana de Acceso a la Información Pública aprobada por la Asamblea General en 2010, sobretodo, en lo que se refiere a sus principios, directrices y objetivos. Pero tratando de diseñar una política que responda a la realidad, a las particularidades, y a los recursos con que cuenta la Secretaría General.

Es importante destacar que conforme se fue avanzando en el tema se identificaron una serie de elementos que no se pueden dejar pasar desapercibidos tales como la clasificación de la información; el establecimiento de una política adecuada de retención de la información; la implementación de un sistema informático que permita calificar la información, incluyendo los correos electrónicos, ya sea como confidencial, estrictamente confidencial o de libre circulación; y el desarrollo de un proceso de desclasificación de la información por el transcurso del tiempo con miras a la aplicación de la política.  A esta altura, si bien la Secretaría General cuenta con algunos de esos elementos, no cuenta con todos, sin perjuicio de que se puedan ir implementando más adelante.

No obstante, si bien podemos considerar que la política está todavía siendo discutida al interior de la Secretaría General, entendemos que conforme al mandato recibido de la Asamblea General en su último período ordinario, en las semanas siguientes y antes de la próxima Asamblea General, la Secretaría General deberá poner en vigencia una política de acceso a la información que refleje principios que se encuentran en la Ley Modelo, al igual que en las políticas de otros organismos internacionales.  Esos principios son los siguientes:  Amplio acceso a la información en concordancia con el compromiso de la SG/OEA con la transparencia en sus actividades; Obligación de precisar si la información se encuentra en poder de la SG/OEA; Debido equilibrio entre la obligación de preservar la confidencialidad de cierta información y la necesidad de ofrecer el acceso más amplio posible a la información; Procedimiento claro para solicitar la información; Establecimiento de plazos razonables para la entrega de la información; Negativa fundamentada de acceso a la información; y Derecho de recurrir cualquier negativa de acceso a la información mediante un procedimiento de apelación.

Finalmente, es importante advertir que la entrada en vigencia de esta política necesariamente traerá consigo la designación de un oficial de información y la creación de un comité de acceso a la información conformado por secretarios y directores de la Organización, para el recibo de las solicitudes de información y la debida interpretación y aplicación de la política.

Muchas gracias señora Presidenta y muchas gracias señores representantes.

II. Presentación de la Misión Permanente de la República Dominicana sobre el Seminario sobre la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Publica y su aplicación en la República Dominicana (enlace a documento en power point que acompañó la presentación de la República Dominicana)
El seminario sobre la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Publica y su aplicación en la República Dominicana se llevo acabo los días 9 y 10 de junio de 2011 en el Auditorio Eduardo Latorre Rodríguez del Ministerio de Relaciones Exteriores, en la ciudad de Santo Domingo.
Fue patrocinado por:

La OEA

Cámara de Diputados

Ministerio de la Presidencia

Ministerio de Relaciones Exteriores

Consejo Nacional de Reforma del Estado

Pontificia Universidad Católica Madre y Maestra

Alianza Regional por la Libertad de Expresión e Información

El Primer Seminario sobre la Ley Modelo se llevo acabo en la Ciudad de México el 10 y 11 de Marzo de 2011, con el co-patrocinio de la OEA, de la Universidad Nacional Autónoma de México, del Instituto Federal de Acceso a al Información Pública y Protección de Datos, y de la Secretaría de Relaciones Exteriores entre otros.

El Segundo seminario fue en República Dominicana los días 9 y de de junio de 2011, con el co-patrocinio de la OEA, la Cámara de Diputados, el Ministerio de la Presidencia, Ministerio de Relaciones Exteriores, Consejo Nacional de Reforma del Estado, Pontificia Universidad Católica Madre y Maestra, Alianza Regional por la Libertad de Expresión e Información

El seminario estuvo dirigido a los servidores públicos de los diversos niveles de gobierno (jueces, diputados, senadores, órganos, funcionarios de las agencias del gobierno) encargados de la implementación de la ley; a los diputados/senadores encargados de modernizar la ley; a la sociedad civil encargados de monitorear la implementación del acceso a la información;  a los medios de comunicación, académicos, estudiantes, público en general. 

La sesión de apertura del seminario dio la oportunidad a las principales autoridades de las instituciones organizadoras del Seminario de pronunciar algunas palabras de apertura y bienvenida con el objetivo de describir los antecedentes e importancia de la temática y el papel del Seminario, en particular el impacto que puede llegar a tener la Ley Modelo y su Guía de Implementación de la OEA en garantizar el derecho de acceso a la información a los ciudadanos dominicanos y a todo ciudadano de las Américas. Contó con la participación de:

Emb. Alejandra Liriano, Viceministra de Relaciones Exteriores

Abel Martínez, Presidente, Cámara de Diputados 
César Pina Toribio, Ministro de la Presidencia

Emb. Aníbal Enrique Quiñonez Abarca, Representante de la OEA en la República Dominicana

Emb. Virgilio Alcántara, Representante Permanente de la República Dominicana ante la OEA

Jean Michel Arrighi, Secretario de Asuntos Jurídicos, OEA
El segundo panel tuvo por objetivo aportar los elementos principales sobre la elaboración y adopción de la Ley Modelo y su Guía de Implementación en la situación actual de la región y en el contexto de la evolución del derecho de acceso a la información pública en el Sistema Interamericano. Este panel estableció un marco común de entendimiento dirigido a construir una opinión sobre el tema y a identificar la relevancia de la Ley Modelo para el contexto Dominicano. Contó con la participación de:

Rhadys Abreu Blondet, Jueza, Corte Interamericana de Derechos Humanos
Mayerlyn Cordero Díaz, Misión Permanente de la República Dominicana ante la OEA
Sarah Rivard, Consultora, Departamento de Derecho Internacional, OEA 
Issa Luna Pla, Investigadora, Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM
KARINA BANFI [en reemplazo de Catalina Botero, Relatora Especial para la Libertad Expresión, Comisión Interamericana de Derechos Humanos]
Roby Senderowitsch, Administrador para la República Dominicana, Sección de América Latina y el Caribe, Banco Mundial

El panel tres examinó la situación actual de la concientización sobre el derecho de acceso a la información por parte de la ciudadanía y el gobierno, examinó los esfuerzos actuales para aumentar la concienciación, así como algunas de las dificultades encontradas a este respecto.  

Los panelistas ofrecieron sugerencias sobre cómo la República Dominicana y otros países pueden aumentar el conocimiento de la ciudadanía y de los funcionarios públicos sobre el tema.  

Contó con la participación de:

Hermógenes Acosta, Juez-Presidente de la Segunda Sala de la Corte de Apelación Civil
Miguel Suazo, Director Ejecutivo, Comisión Nacional de Ética y Combate a la Corrupción
Ramón Núñez Ramírez, Conductor, Telesistemas Dominicanos Canal 11
Natalia Torres, Investigadora del Centro para el Estudio de Liberta de Expresions (CELE), Universidad de Palermo, Argentina 
Maria del Carmen Palau, Especialista del Departamento de Modernización del Estado, OEA 

El panel cuatro tuvo por objetivo presentar y discutir el marco jurídico actual en la República Dominicana en materia de acceso a la información, incluyendo la introducción a los aspectos positivos de la Ley General de Libre Acceso a la Información Pública, No.200-04, sus puntos más contenciosos, así como los retos que habría que abordar sobre el tema de acceso en la República Dominicana. Contó con la participación de:
Eduardo Jorge Pratts, Profesor, Pontificia Universidad Católica Madre y Maestra
Frank E. Olivares, Director de Políticas y Tecnologías, Responsable de Acceso a la Información, Ministerio de la Presidencia
Catalina Olea, Oficina de Acceso a la Información, Cámara de Diputados, República Dominicana
Sarah Marín, Juez del Tribunal Contencioso Administrativo, Santo Domingo
Karina Banfi, Directora, Alianza Regional por la Libertad de Expresión e Información 
El panel cinco (en el segundo día de reuniones) abarco la necesidad de legislar en materia de datos personales en la región y ante la escasez de normas al respecto en los Estados Miembros. 

El panel discutió los resultados e impacto de las leyes de protección de datos personales y abarco la justiciabilidad del derecho a la protección de los datos personales, incluyendo la situación actual en la República Dominicana como uno de los países que aun no cuenta con una normativa general y específica que regule la protección de los datos personales.  Contó con la participación de: 
Lilia Fernandez, Subdirección de Planeación y Seguimiento del Consejo Nacional de Reforma del Estado (CONARE)
Ivelisse Medina González, Oficina de Acceso a la Información, Secretaría de Estado de Industria y Comercio
Alejandro del Conde, Secretario de Datos Personales, Instituto Federal de Acceso a la Información (IFAI), México 
Rafael García Gozalo, Coordinador del Área Internacional, Agencia Española de Protección de Datos
Marlon Feztner, Director Legal, América Latina, Microsoft
John Wilson, Oficial Jurídico Principal, Departamento de Derecho Internacional

El último panel sustantivo mostró los límites del debate jurídico y político sobre la aplicación o adopción de la Ley Modelo por parte de la República Dominicana.  Los participantes buscaron exponer un marco conceptual para interpretar y analizar las vías de incorporación del estándar actual en la Constitución y leyes de la República Dominicana.  El panel presentó la incorporación de la Ley Modelo y la Guía de Implementación en el contexto jurídico y político de la República Dominicana, así como la recopilación de las mejores prácticas que pueden servir como modelos en otros Estados Miembros de la OEA, explicando en términos generales los aspectos sobresalientes de la legislación y marco jurídico en República Dominicana que se pudieran beneficiar por la incorporación de los requerimientos de la Ley Modelo. Contó con la participación de:

Fabián Díaz Casado, Responsable del Acceso a la Información, CONARE
Carlos Pimentel, Director del Área de Transparencia y Gobierno, Participación Ciudadana
John Wilson, Departamento de Derecho Internacional, OEA
Marcos Villamán, Director Ejecutivo, Consejo Nacional de Reforma del Estado (CONARE)
David Herrera, Diputado por la Provincia de San Juan, Partido Revolucionario Dominicano
La sesión de clausura presentó una serie de conclusiones generales sobre los trabajos del Seminario desde el punto de vista de los organizadores del evento y retomó aquellos aspectos que podrían incidir en la agenda jurídica, política y social de la República Dominicana y de la región en materia de acceso a la información pública y la protección de datos personales. 

Además del agradecimiento a los participantes, estableció los puntos de convergencia para las conclusiones del seminario y pasos a seguir a futuro. Contó con la participación de: 

Jean Michel Arrighi, Secretario de Asuntos Jurídicos, OEA

Javier Prado, Representante Alterno de Perú ante la OEA

Marcos Villaman, Director Ejecutivo, CONARE

El seminario contó con más de 200 participantes. 

Participaron los tres poderes del gobierno en un debate abierto para apuntar las mejores prácticas en materia de acceso a la información y buscar formas de incorporar la ley modelo dentro del marco jurídico y la práctica local. 

Poder ejecutivo: 
Emb. Alejandra Liriano, Viceministra de Relaciones Exteriores
César Pina Toribio, Ministro de la Presidencia 
Marcos Villaman, Director Ejecutivo, Consejo Nacional de Reforma del Estado 
Miguel Suazo, Director Ejecutivo, Comisión Nacional de Ética y Combate a la Corrupción
Emb. Virgilio Alcántara, Representante Permanente de la República Dominicana ante la OEA 
Fabián Díaz Casado, Director de la Unidad de Transparencia y Ética Pública, CONARE
Frank E. Olivares, Director de Políticas y Tecnologías, Responsable de Acceso a la Información, Ministerio de la Presidencia 
Poder Legislativo
Nelson Arroyo, Diputado por el Distrito Nacional, Cámara de Diputados 
Abel Martínez Durán, Presidente, Cámara de Diputados 
David Herrera, Diputado por al Provincia de San Juan, Cámara de Diputados 
Catalina Olea, Encargada de Acceso a la Información, Cámara de Diputados 
Poder Judicial: 
Hermógenes Acosta, Juez-Presidente de la Segunda Sala de la Corte de Apelación Civil 
Sarah Marín, Juez del Tribunal Contencioso Administrativo, Santo Domingo
OEA y Otras Organizaciones Internacionales:
Jean Michel Arrighi, Secretario de Asuntos Jurídicos, OEA 
Rhadys Abreu Blondet, Jueza, Corte Inter-Americana de Derechos Humanos 
Emb. Aníbal Enrique Quiñonez Abarca, Representante de la OEA en la República Dominicana 
Roby Senderowitsch, Representante Residente del Banco Mundial en Republica Dominicana 
John Wilson, Oficial Jurídico Principal, Departamento de Derecho Internacional, OEA 
Organizaciones Nacionales:
Alejandro del Conde, Secretario de Protección de Datos Personales, Instituto Federal de Acceso a la Información y Datos Personales, México 
Rafael García Gozalo, Director de Asuntos Internacionales, Agencia Española de Protección de Datos 
Sociedad Civil
Karina Banfi, Secretaria Ejecutiva, Alianza Regional por la Libertad de Expresión e Información 
Carlos Pimentel, Director del Área de Transparencia y Gobierno, Participación Ciudadana 
Académicos:
Eduardo Jorge Pratts, Profesor, Pontificia Universidad Católica Madre y Maestra 

Issa Luna Pla, Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM
Natalia Torres, Centro de Estudios de Libertad de Expresión, Universidad de Palermo – Buenos Aires 

El seminario planteó importantes conclusiones y recomendaciones en las distintas áreas sustantivas del derecho de acceso a la información. Por ejemplo, con respecto al alance de una ley de acceso a la información, después de un estudio comparativo entre la Ley Modelo y la Ley 200-04 sobre Transparencia y Acceso a la Información de la República Dominicana, aprobada en el año 2004, se retomaron las mejores prácticas locales para recomendar su adopción en los otros Estados miembros de la Organización (incluyendo el hecho de que la ley 200-04 cubre los tres poderes de gobierno, ejecutivo, legislativo y judicial) y se proporcionaron recomendaciones concretas para la incorporación de la ley modelo en la legislación Dominicana, incluyendo la aplicación uniforme de la ley a nivel de los municipios.

Con respecto al tema de la transparencia proactiva, el seminario retomó como mejores prácticas que podrían apoyar en otros Estados miembros, los sistemas de portales de transparencia en las distintas agencias de gobierno, y se recomendó que el contenido de estas sea uniforme de una agencia de gobierno a otra.

Con respecto a la comparación de la ley modelo con la ley Dominicana en materia del proceso de contestación a las solicitudes de acceso a la información, se retomaron las mejores prácticas de la institucionalización de oficinas y funcionarios de acceso a la información pública, que hoy en día existen en todas la dependencias gubernamentales en el país, y se recomendó la consideración de eliminar el requisito de identificación (para que las solicitudes puedan ser anónimas), y eliminar el requisito de motivo (para que los ciudadanos no tenga que dar la razón por la cual solicitan la información).

Con respecto a la comparación de los regimenes de excepción, se notó que la ley 200-04 es una de las pocas en el hemisferio que antecede el fallo de la Corte en el Caso de Calude Reyes vs. Chile, aquella aprobada en 2004, y el caso decidido en 2006.  Por lo tanto se recomendó incorporar los criterios de excepciones del fallo de la Corte dentro de la legislación Dominicana.  

Con respecto al sistema de apelaciones, se recomendó la consideración de la creación de un órgano garante (por ejemplo una comisión de información) para oír los casos en donde una agencia gubernamental ha negado (o no ha entregado) la información. 

Y finalmente se establecieron las pautas de la ley modelo respecto a la creación de un órgano garante del derecho de acceso a la información para la consideración del seminario.

El seminario ha sido de gran utilidad a la República Dominicana y a la Organización.

Conclusión final: al igual que el Seminario en la Ciudad de México, el seminario en República Dominicana fue un gran éxito, brindó un gran apoyo sustantivo a la República Dominicana en materia de acceso a la información, dio recomendaciones importantes concretas para el país, tomó las mejores prácticas locales para promoverlas en los otros Estados Miembros de la organización, y dio un impulso fundamente a la consideración sustantiva para la implementación de la Ley Modelo en el sistema y la práctica local.

Por tal razón, República Dominicana recomendaría la promoción de seminarios similares en otros Estados Miembros de la OEA de conformidad con los mandatos de la Asamblea General.
Para mayor información por favor consulte la página web del seminario: www.oas.org/dil/seminario.htm
III. Presentación del doctor Dante Negro, Director del Departamento de Derecho Internacional sobre el documento “Estudio Comparativo: Protección de Datos en las Américas” CP/CAJP 3063/12
La Asamblea General, mediante resolución AG/RES.2661 (XLI-O/11), solicitó al Departamento de Derecho Internacional (DDI) en junio pasado, que elaborara un estudio comparativo sobre los distintos regímenes jurídicos, políticas y mecanismos de aplicación existentes para la protección de datos personales, inclusive las leyes, reglamentos y auto regulación nacionales, con miras a explorar la posibilidad de un marco regional en esta materia.

La CAJP en su sesión del 6 de octubre de 2011 solicitó a los Estados miembros proveer los elementos necesarios para el estudio. Las Delegaciones solicitaron la elaboración de un cuestionario por parte del DDI de manera tal que todas las respuestas siguieran el mismo formato. El cuestionario circuló entre las Delegaciones mediante el documento CP/CAJP-3026/11 el 31 de octubre de 2011. Los Estados miembros decidieron como fecha límite para la entrega de sus respuestas el 15 de enero de 2012, fecha que se extendió hasta el 15 de febrero de ese año.

Once Estados miembros respondieron al cuestionario, a saber, Argentina, Canadá, Colombia, Costa Rica, El Salvador, Estados Unidos, México, Panamá, Perú, República Dominicana, y Uruguay. El DDI agradece a todos estos Estados miembros por el interés que le pusieron al tema, lo cual ha permitido elaborar un documento bastante amplio y desarrollado sobre la situación de la protección de datos a nivel interamericano.

Se incluye en el presente documento una breve explicación de los trabajos sobre la materia que hasta el momento han desarrollado algunas organizaciones internacionales tales como el Consejo de Europa, la Unión Europea, la Red Iberoamericana sobre Protección de Datos, la Organización para la Cooperación Económica y el Desarrollo y el Foro de Cooperación Económica Asia-Pacífico.

La Parte II del documento brinda una perspectiva general sobre los marcos legales existentes en la materia. La Parte III brinda un resumen de los instrumentos internacionales adoptados o que están siendo adoptados por otras organizaciones internacionales en este tema. La Parte IV describe los regímenes internos sobre protección de datos en los países que enviaron sus respuestas al cuestionario antes mencionado.

El significado de la privacidad y los orígenes del derecho individual a la privacidad puede variar, y como resultado de ello, las políticas y las leyes que gobiernan el derecho a la privacidad varían de país a país y de región a región. El tratamiento del tema de la protección de datos ha seguido tres grandes enfoques. Podemos decir que el sistema europeo es el más estricto de ellos con normas que reglamentan tanto la recolección de datos personales por parte del gobierno como por parte del sector privado. Los Estados Unidos siguen un enfoque bipartito que permite por una parte la regulación de los datos personales recolectados por el sector privado, y por otra, los recolectados por el gobierno. Finalmente, varios países latinoamericanos basan su sistema en el Habeas Data, que es un derecho constitucional que permite al individuo conocer qué tipo de información personal se maneja por otros entes y el derecho que tiene de solicitar la corrección de cualquier información errónea. También le permite al individuo defender su honor, privacidad y honor. Varios países latinoamericanos han adoptado recientemente legislación amplia en esta materia.


Como veremos del cuadro contenido en la página 7, varios países han definido lo que es privacidad, varios otros contienen en sus constituciones la figura del Habeas Data, y otros más han adoptado legislación sobre la protección de datos.

A partir de la misma página 7 podemos encontrar un resumen de los esfuerzos que en las últimas décadas, algunas organizaciones internacionales han realizado para adoptar guías, principios, recomendaciones o instrumentos jurídicos en la materia.

A partir de la página 10 en adelante se hace una explicación de los regímenes en cada uno de los Estados miembros que respondieron al cuestionario del DDI, teniendo en cuenta el contenido particular de los mismos. La sección referida a cada país la hemos dividido en cuatro secciones. La primera se refiere a si el Estado de que se trata establece en su constitución el derecho a la privacidad, la figura de la protección de datos o el Habeas Data; analiza si el Estado en cuestión ha desarrollado legislación en esta materia; y establece si dichas normas se aplican al sector público o al sector privado. En la segunda sección se analiza si el Estado tiene alguna autoridad que implementa la legislación sobre la materia y analiza su relación con el gobierno; y determina los procedimientos a seguir en caso de que se produzcan violaciones a este derecho. También incluye información sobre el volumen y los tipos de quejas por parte de los individuos y determina si la autoridad responsable tiene o no capacidad de investigación y si dichas eventuales violaciones están sujetas a sanción penal. La tercera sección describe los posibles mecanismos existentes para la cooperación transfronteriza y establece si los Estados ponen límites o condiciones para transferir datos personales a otros países. Adicionalmente se incluye los acuerdos internacionales en los que se basa dicha cooperación y se determina los casos en que la ley permite que las autoridades pertinentes compartan información sobre los mecanismos de investigación con las autoridades de otras jurisdicciones. La cuarta parte analiza algunos casos que se han presentado en la práctica a nivel interno de los países.

Sabemos que este documento quizás no se pueda discutir en esta sesión debido a su extensión y complejidad. Quedamos a disposición de las delegaciones para recibir los comentarios que crean pertinente realizar y de la CAJP para que, si lo considera conveniente, podamos tener un amplio intercambio sobre el mismo en alguna fecha futura, con miras a, como dice la propia resolución de la Asamblea General, “explorar la posibilidad de un marco regional en esta área”.  Muchas gracias,[image: image1.png]
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